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Resumen: la constitucionalización del derecho humano a la 
educación superior, realizada en 2019, trajo aparejada la obliga-
ción de legislar en la materia y con ello determinar, de manera 
formal, el sistema de educación superior en el estado mexica-
no, sus fines, sus criterios, su configuración, así como la ma-
nera de financiarlo. Lo anterior genera, inevitablemente, una 
revisión de la situación actual de los diferentes subsistemas que 
integran el mencionado sistema.

Con base en lo anterior, en la presente colaboración, se realiza 
una revisión genérica de la situación financiera de las universi-
dades públicas estatales, con el propósito de señalar los puntos 
críticos y las áreas de oportunidad para que estas instituciones 
de educación superior coadyuven en la tutela efectiva del de-
recho humano a la educación superior, al cumplir de manera 
oportuna con los fines y funciones también constitucionalmen-
te establecidos.

Abstract: the constitutionalization of the human rights to hi-
gher education, carried out in 2019, brought with it the obliga-
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tion to legislate on the matter and thereby formally determine 
the higher education system in the Mexican State, its purpose, 
its criteria, its configuration, as well as the way to finance it. 
The above inevitably generates a review of the current situa-
tion of the different subsystems that integrate the mentioned 
system.

Based on the above, in this collaboration, a generic review of 
the financial situation of state public universities is carried out, 
whit the purpose of pointing out the critical points and areas of 
opportunity for these higher education Institutions to contri-
bute to the effective protection of the human rights to higher 
education by complying in a timely manner with the purpose 
and functions also constitutionally established.

Palabras clave: educación superior, universidades, autono-
mía financiera

Keywords: higher education, universities, financial autonomy.

Sumario. I. Un binomio indisoluble: el derecho humano a la 
educación superior y universidades. II. De las insuficiencias al 
déficit. III. La ruta a seguir. Referencias.

I. Un binomio indisoluble: el derecho humano  
a la educación superior y universidades

La reforma al artículo 3º de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 15 de mayo de 2019, y la expedición de la Ley General de  
Educación (LGE) publicada en el DOF el 30 de septiembre del 
mismo año, por virtud de las cuales formalmente se reconoció el 
Derecho a la Educación Superior (DES), impuso al Estado la obli-
gación de garantizarlo, expedir la legislación secundaria de con-
formidad con las mencionadas reformas, asimismo, y de manera 
indirecta, fijar la atención en el sistema de educación superior,1 

1	 El que en términos generales se integra de tres subsistemas, a) Subsiste-
ma de Universidades Públicas, en el que encontramos a las públicas fe-
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derales, las públicas estatales conocidas también como UPES, las públicas 
estatales con apoyo solidario (UPAES), las tecnológicas, las politécnicas 
y las interculturales (UI); b) el Subsistema de institutos tecnológicos; c) 
el Subsistema de educación formal; d) Los centros públicos de investiga-
ción, y una última categoría denominada, otras instituciones públicas en la 
que se ubican las Universidades para el Bienestar Benito Juárez García. Las 
Universidades Públicas Federales, de conformidad con su Ley Orgánica, se 
subclasifican en organismos descentralizados o desconcentrados del Esta-
do mexicano, por ello, su financiamiento corresponde exclusivamente a la 
federación, entre las que encontramos a la UNAM, el IPN, la UAM, la Uni-
versidad Autónoma Agraria Antonio Narro, la Universidad Autónoma de 
Chapingo, la Universidad Abierta y a Distancia de México, la Universidad 
Pedagógica Nacional, El Colegio de México y el Centro de Investigación y 
Docencia Económicas, A.C. Por su parte, las UPES como las UPEAS son 
organismos públicos descentralizados de los gobiernos estatales; el finan-
ciamiento de ambas se determina en el decreto que las crea, y se integra 
por recursos provenientes tanto de la federación como de la entidad fe-
derativa en la que se asienta; la diferencia entre ambas radica en que las 
primeras gozan de autonomía, las segundas carecen de esta. En la primera 
clasificación encontramos a la Universidad Veracruzana, la Universidad de 
Guadalajara, la Universidad Autónoma de Baja California, la Universidad 
Autónoma de Coahuila, la Universidad Autónoma de Occidente, la Uni-
versidad Autónoma del Estado de México, la Universidad Autónoma del 
Estado de Quintana Roo, la Universidad Juárez Autónoma de Tabasco, la 
Universidad de Sonora, la Universidad Autónoma del Estado de Morelos, el 
Instituto Tecnológico de Sonora, la Universidad Autónoma de Chihuahua, 
la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, la Universidad Autónoma 
de Tamaulipas, la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo, la 
Universidad Autónoma del Carmen, la Universidad Autónoma de Queré-
taro, la Universidad de Guanajuato, la Universidad Autónoma de Aguas-
calientes, la Universidad Autónoma de Chiapas, la Universidad Autónoma 
de Ciudad Juárez, la Universidad Autónoma de Campeche, la Benemérita 
Universidad Autónoma de Puebla, la Universidad Autónoma de Sinaloa, la 
Universidad Autónoma de Guerrero, la Universidad Autónoma de Nuevo 
León, la Universidad Autónoma de Baja California Sur, la Universidad Au-
tónoma de Zacatecas “Francisco García  Salinas”, la Universidad de Colima, 
la Universidad Juárez del Estado de Durango, la Universidad Autónoma de 
Nayarit, la Universidad Autónoma de Tlaxcala, la Universidad Autónoma 
de San Luis Potosí, la Universidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca y la 
Universidad Autónoma de Yucatán. Entre las UPEAS encontramos al Insti-
tuto Campechano, El Colegio de Chihuahua, El Colegio de Morelos, El Co-
legio de Sonora y las Universidades de la Sierra Sur, del Mar, Tecnológica 
de la Mixteca, del Istmo, del Papaloapan, de la Cañada, de la Sierra Juárez, 
Interserrana del Estado de Puebla-Ahuacatlán, Interserrana del Estado de 
Puebla-Chilchotla, del Caribe, Estatal de Sonora, de la Sierra, Popular de la 
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en otros términos, en las instituciones de educación superior2 
(IES) y la situación de estas.

Por lo anterior, y toda vez que nuestro país es parte de los más 
importantes tratados en materia de derechos humanos que reco-
nocen el DES,3 tenía la obligación de legislar para protegerlo; de  
ahí que la reforma al artículo 3º constitucional y la aprobación  
de una nueva LGE implicaron dos hechos jurídicamente relevan-
tes: 

a)	 El reconocimiento formal de la educación superior como 
un derecho fundamental, y

b)	 Cumplir con el deber de legislar en materia de educación 
superior, entendida esta como un derecho humano.

La educación superior nunca había recibido, legislativamen-
te, el estatus jurídico de derecho humano en México, incluso des-
pués de la asunción de obligaciones internacionales, en especial 
con la adhesión en 1981 al Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales (PIDESC). Y, aunque en 1978 se 
promulgó la Ley para la Coordinación de la Educación Superior, 
dicho dispositivo no estableció las directrices y medios para ga-
rantizar el mencionado DES, se limitó, con base en el sistema 
federal existente en nuestro Estado mexicano, a determinar los 
ámbitos de competencia de los tres niveles de gobierno, con la 
correspondiente previsión de las aportaciones económicas.

Ahora bien, la mencionada reforma a la LGE no solo busca 
una tutela efectiva del derecho humano a la educación reconoci-

Chontalpa, de Oriente, de Ciencias y Artes de Chiapas, Estatal del Valle de 
Ecatepec, Estatal del Valle de Toluca, Mexiquense del Bicentenario y de la 
Ciénega de Michoacán de Ocampo.

2	 Entendiendo por tales, de conformidad con la LGES, a las instituciones pú-
blicas de educación superior, a las instituciones del Estado que imparten 
el servicio de educación superior en forma directa o desconcentrada, los 
organismos descentralizados no autónomos, las universidades y demás ins-
tituciones de educación superior autónomas por ley, así como otras institu-
ciones financiadas mayoritariamente por el Estado. 

3	 Declaración Universal de los Derechos Humanos, art. 26.1; Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), art. 13.2; 
artículo 26 de la; Convención Americana sobre Derechos Humanos art. 13.
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do en el artículo 3º de la Constitución general y en los tratados 
internacionales de los que México es parte, también al cumpli-
miento de otras determinaciones relevantes vinculadas de mane-
ra directa con las universidades, entre otras:

a)	 Que la obligatoriedad de la educación superior corres-
ponde al Estado, el cual debe garantizarla, así como la 
gratuidad de esta mediante la creación del Fondo federal 
especial para la obligatoriedad y gratuidad de la educación 
superior, para lo que las diversas autoridades educativas 
de los ámbitos federal, de las entidades federativas y de 
los municipios deben concurrir; 

b)	 La obligación de cada orden de gobierno de participar en 
el proceso educativo y aplicar los recursos económicos 
que se asignan a esta materia por las autoridades compe-
tentes para cumplir con los fines y criterios de la educa-
ción establecidos en la propia LGES;

c)	 Que, a la educación superior, la investigación, el desarrollo  
tecnológico e innovación en las IES públicas se le debe 
destinar, por lo menos, el 1% del producto interno bruto.

Determinaciones que como se observa, implica la necesidad 
de recursos económicos, sobre los cuales la LGES4 determina dos 
propósitos, primero, establecer las bases para dar cumplimiento a 
la obligación del Estado de garantizar el ejercicio del derecho a la 
educación superior; segundo, los criterios para el financiamiento 
correspondiente al servicio público de educación superior. 

Por lo anterior, en su título sexto denominado “del financia-
miento de la educación superior”, con su capítulo único, relativo 
a la concurrencia en el financiamiento, se determina que tanto 
la federación como las entidades federativas concurrirán en el 
cumplimiento progresivo, de conformidad con la disponibilidad 
presupuestaria, del mandato de obligatoriedad de la educación y 
de gratuidad; ahora bien, en la concurrencia del Estado para el 
financiamiento de las IES se deben considerar las necesidades 
nacionales, regionales y locales de la prestación del servicio de 
educación superior y sujetarse a las disposiciones de ingreso, no 
obstante, también se determina que el monto anual que el Estado 

4	 Diario Oficial de la Federación, 20 de abril de 2021.
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destine a la educación superior, no podrá ser inferior a lo aproba-
do en el ejercicio inmediato anterior.

En dicho contexto, el artículo 64 de la ley en mención estable-
ce que en el Proyecto y Presupuesto de Egresos de la Federación 
del ejercicio fiscal que corresponda se establecerá el mencionado 
fondo federal especial destinado a asegurar a largo plazo los re-
cursos económicos suficientes para la obligatoriedad, de manera 
gradual, de los servicios de educación superior; los criterios para 
la asignación de los recursos del fondo referido, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 65, entre otros, son:

•	 alinear los programas de trabajo al Plan Nacional de De-
sarrollo, el Programa Sectorial de Educación y a los Pro-
gramas Nacional y Estatales de Educación Superior; 

•	 mantener un ejercicio financiero responsable y transpa-
rente;

•	 una visión de inclusión y equidad para proporcionar la 
prestación del servicio educativo;

•	 buscar la cobertura educativa en la entidad federativa y 
las necesidades financieras derivadas de la ampliación de 
la población escolar atendida, de la oferta educativa y la 
desconcentración geográfica, y 

•	 las necesidades para garantizar el fortalecimiento aca-
démico y el cumplimiento de las funciones de docencia, 
investigación, extensión, difusión del conocimiento, la 
cultura y gestión institucional.

Bajo dichas disposiciones podríamos afirmar que la LGES, 
frente a los principios de aplicación de los DDHH,5 específica-
mente los relativos al de la prohibición de regresión;6 y al de máxi-

5	 Serrano, Sandra y Vázquez, Daniel, Los derechos en acción. Obligaciones 
y principios de derechos humanos, 2a. ed. corregida y aumentada, México, 
FLACSO, 2021. 

6	 Se refiere a que, una vez logrado el avance en el disfrute de los derechos, el 
Estado no podrá disminuir el nivel alcanzado, salvo en ciertas circunstancias 
[...], los contenidos no decrezcan lo ya logrado en cuanto al contenido y alcance 
del derecho. Se evalúa a quién beneficia la medida, a quién perjudica, cuánto 
cumple el derecho y, en su caso, cómo lo amplía. Principio que se adminicula 
con el avance progresivo de la gratuidad, esto es, de acuerdo con el artí-
culo 6 fracción VIII de la LGES, a las acciones que promueva el Estado para 

| 528 

Marisol Luna Leal



mo uso de recursos disponibles,7 con la salvedad de que no existe 
previsión alguna para la implementación de un sistema nacional 
de becas que genere condiciones de igualdad en el acceso a la 
educación superior para los grupos desfavorecidos; en términos 
generales desarrolla las categorías esenciales de protección del 
DES, mismas que logran un importante grado de armonización 
con los estándares internacionales aplicables a la educación su-
perior como derecho humano. 

II. De las insuficiencias al déficit

No obstante, en nuestra opinión, no se establecen los mecanis-
mos o vías necesarias y efectivas que concreticen una concurren-
cia real y efectiva de los diversos ámbitos de gobierno, especial-
mente de las entidades federativas, en el financiamiento de las 
diversas IES; dicha afirmación pese a que el diverso 65 señalado, 
en su párrafo final establece que, la Secretaría y las autoridades 
educativas de las entidades federativas establecerán procedimientos 
para asegurar una participación equitativa en el financiamiento de 
la educación superior, a efecto de alcanzar de manera gradual las 
aportaciones paritarias estatales respecto a los recursos federales 
que se destinen a las instituciones de educación superior de las enti-
dades federativas; dado que las hipótesis generales o situaciones 
que generen o den pauta a dichos procedimientos, aún con ca-
rácter genéricas, por el tipo de ley en la que se establecen, esto 

eliminar progresivamente los cobros de las instituciones públicas de educación 
superior a estudiantes por conceptos de inscripción, reinscripción y cuotas es-
colares ordinarias, en los programas educativos de técnico superior universi-
tario, licenciatura y posgrado, así como para fortalecer la situación financiera 
de las mismas, ante la disminución de ingresos que se observe derivado de la 
implementación de la gratuidad. Ibidem, p. 216.

7	 Supone el uso del máximo de los recursos que el Estado tiene a su disposición 
y comprende no solo los recursos económicos, sino también los tecnológi-
cos, institucionales y humanos. Una declaración sobre la evaluación de la 
obligatoriedad de tomar medidas hasta el máximo uso de recursos de que 
disponga emitida en 2007 por el Comité DESC, especifica que la adopción 
de medidas debe incluir todos los mecanismos apropiados, lo que abarca las 
medidas legislativas, judiciales (u otros mecanismos de exigibilidad), así como 
las administrativas, financieras, educativas y sociales. Ibidem, p. 223.
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es, que no se trata de un reglamento, no se especifican. Por otra 
parte, la amplitud de la disposición puede dar pauta a la discre-
cionalidad o incluso, negativa de alguna de las partes, las posi-
bilidades de efectividad, de concreción quedan en el ámbito del 
control político.

En dicho contexto, la tutela efectiva del DES entra en riesgo 
dado que, materialmente, las Universidades —federales, UPES, 
UPEAS y UI— requieren de autonomía financiera por la dimen-
sión del servicio que el estado les delega, esto es, los fines consti-
tucionalmente señalados de educar, investigar y difundir la cultura.

Las gráficas 1 y 2 evidencian que la principal fuente de fi-
nanciamiento de las UPES se encuentra a cargo de la federación, 
las entidades federativas no asumen la responsabilidad que, por 
virtud de la concurrencia de facultades, establecida en la fracción 
XXV del artículo 73, existe. Ver gráfica 3. 

Si bien es cierto que se viene gestando una especie de moda 
entre las entidades federativas para garantizar la autonomía pre-
supuestaria, tal como Veracruz,8 Morelos9 y recientemente Ja-
lisco10 establecen en sus respectivas Constituciones locales un 

8	 La fracción penúltima del artículo 10 de la Constitución Política del Estado 
de Veracruz determina que, “[…] El presupuesto asignado a la Universidad 
Veracruzana no podrá ser menor al cuatro por ciento del total del presu-
puesto general del Estado, previsto para el ejercicio anual respectivo, el 
cual deberá ministrarse conforme al calendario autorizado en los térmi-
nos que establezca la legislación aplicable y, en ningún caso, el monto del 
presupuesto asignado será inferior al otorgado en el ejercicio inmediato 
anterior”.

9	 El último párrafo del artículo 121 de la Constitución Política del Estado de 
Morelos establece que, “[�] Con relación al segundo párrafo del artículo 
32 de la presente Constitución, el Gobernador remitirá al Congreso del 
Estado para su examen, discusión y aprobación el Presupuesto de Egresos 
del Estado para el ejercicio fiscal siguiente, en el que establecerá como base 
para la Universidad Autónoma del Estado de Morelos el tres punto cinco 
por ciento del total del Presupuesto de Egresos del Estado. El Congreso 
del Estado con relación a la fracción V del artículo 40 de esta Constitución 
garantizará en la autorización del presupuesto de egresos ese porcentaje 
mínimamente para la Universidad Autónoma del Estado de Morelos”.

10	 La fracción IV del artículo 15 de la Constitución Política del Estado de 
Jalisco dispone que, IV. [�] La Universidad de Guadalajara contará con 
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porcentaje de sus correspondientes presupuestos generales, no 
obstante, también es cierto, que dicha constitucionalización  
no garantiza, por si sola, el cumplimiento de la disposición, tal 
como acontece en el estado de Veracruz.11

Gráfica1. Porcentaje de aportación a las Universidades Públicas Esta-
tales (UPES) 2024. 

una aportación estatal para conformar su presupuesto anual equivalente, 
al menos, al cinco por ciento del Presupuesto de Egresos del Estado para 
el ejercicio fiscal de que se trate. Esta aportación representa la parte pro-
porcional del subsidio que corresponde al Estado conforme al esquema de 
financiamiento establecido con la Federación para la Universidad de Gua-
dalajara. Adicionalmente, podrá acceder al equivalente, al menos, al punto 
tres por ciento del Presupuesto de Egresos del Estado para la realización de 
proyectos específicos de mejoramiento de infraestructura educativa y su 
equipamiento, mismos que deberán estar alineados con el Plan Nacional de 
Desarrollo, el Programa Sectorial de Educación y los Programas Nacional y 
Estatales de Educación Superior, anexando a su proyecto de presupuesto la 
documentación que lo justifique.

11	 Consejo Universitario General de la Universidad Veracruzana aprueba ac-
ciones para reclamar al Gobierno estatal, el cumplimiento del 4% del Pre-
supuesto General del Estado, véase https://www.uv.mx/prensa/general/
cug-uv-aprobo-primera-fase-de-acciones-para-lograr-el-4/

	 Campaña por el cumplimiento del 4%, véase https://www.uv.mx/prensa/
banner/uv-lanzo-campana-publica-por-el-4-por-ciento/#:~:text=Martín%20
Aguilar%20compartió%20que%20desde,al%204%20en%20el%202024

	 Es propicio señalar que si bien el Gobierno del Estado de Veracruz, es el 
único Gobierno, de las 32 entidades federativas, que aporta el mayor sub-
sidio estatal a su UPE, también es cierto que el monto que otorga no repre-
senta el 4% que por disposición constitucional debe aportarle. 
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Fuente: elaboración propia con información de la Dirección General 
de Educación Superior Universitaria e Intercultural de la Subsecretaría 
de Educación Superior.12

No obstante, en los últimos años la federación ha disminuido 
el subsidio a las UPES, UPEAS y UI —ver gráfica 4—. El Presu-
puesto de Egresos de la Federación 2024 no consideró un aumen-
to del subsidio en términos reales respecto al ejercicio 2023, la 
cantidad otorgada únicamente ajusta el presupuesto para cubrir 

12	 Subsidio Ordinario 2024, https://dgesui.ses.sep.gob.mx/sep.subsidioen-
transparencia.mx/2024/subsidio-ordinario/UPE 
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la inflación estimada, que en realidad termina siendo menor a la 
inflación observada a final de año;13 según expertos, se genera una 
pérdida acumulada de 56,051 millones de pesos para estas insti-
tuciones educativas desde el 2015.14 

Gráfica 4. Evolución del subsidio ordinario para UPES, UPEAS y UI.

Por otra parte, prácticamente se han eliminado todos los fon-
dos de financiamiento extraordinario dirigidos al fortalecimiento 
de la educación superior; a partir de 2016, los recursos extraordi-
narios dirigidos a programas de los diversos subsistemas (UPES, 
UPEAS y UI), han experimentado una disminución constante, se 
han reducido de 11,612 millones de pesos en 2016 a 117 millones 
en el presente ejercicio (2024), en otros términos, se ha concreti-
zado un recorte del 99% en términos reales.15 Situación que, apa-
rejada al peso financiero del sistema de pensiones y jubilaciones 
del personal universitario, el costo de los contratos colectivos de 
trabajo, las prestaciones otorgadas y no reconocidas o que exce-
den lo autorizado en los Convenios de Apoyo Financieros (CAF), 
firmados entre la federación, las entidades federativas y sus res-
pectivas UPES, las plantillas de personal académico y adminis-
trativo no reconocidas en el CAF, entre otras situaciones, han 
generado déficit en diferentes universidades. Ver gráficas 5 y 6.

13	 Moreno, Carlos Iván y Cedillo, Diego, “PPEF 2024: crisis y precarización de 
la educación superior y la ciencia”, https://educacion.nexos.com.mx/ppef-
2024-crisis-y-precarizacion-de-la-educacion-superior-y-la-ciencia/

14	 Idem.
15	 Idem.
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Gráfica 5. Reducción de Fondos Extraordinarios para UPES, UPEAS y UI.

Gráfica 6. Evolución de UPES en crisis.16

Los factores que influyen en la crisis de las UPES son diver-
sos, entre otros, la precarización del trabajo universitario, esto 
es, plazas que perciben por debajo del salario mínimo, incremen-
to salarial no incluido en la aportación ordinaria, divergencia en-
tre la evolución de la matrícula y el subsidio federal que se recibe, 
subestimación del crecimiento del subsidio, adeudos o retrasos 
en la entrega del subsidio estatal.17

16	 Exposición relativa a las Modificaciones al Anexo de Ejecución al Convenio 
Marco de Colaboración para el Apoyo Financiero. Directora General de la 
DGESUI, Tijuana, UABC, noviembre 2022.

17	 Idem.
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Así, para atender la situación financiera crítica en las UPES 
correspondientes, en septiembre de 2018 la Subsecretaría de 
Educación Superior integró la Comisión Especial para la reestruc-
tura de las universidades en crisis, la cual nombró un Comité Téc-
nico constituido por la Dirección General de Educación Superior 
Universitaria e Intercultural; la Asociación Nacional de Univer-
sidades e Instituciones de Educación Superior (ANUIES) y, la 
Asociación Mexicana de Órganos de Control y Vigilancia en Ins-
tituciones de Educación Superior (AMOCVIES), cuyos objetivos 
fundamentales fueron, formular una estrategia para la solución 
estructural del déficit; realizar un diagnóstico integral sobre la 
situación financiera, identificación de causas y, generar compro-
misos específicos, recomendaciones y acciones correctivas.

III. La ruta a seguir

El mencionado Comité Técnico identificó una serie de acciones a 
realizar por cada una de las universidades en crisis, dichas accio-
nes coincidentes con las propuestas realizadas en otros estudios18 
sobre el particular; las cuales deben ser valoradas en las políticas 
públicas de los ámbitos federal y estatales, por la ANUIES, y des-
de luego por las propias IES, a saber, las siguientes:

•	 diseñar e implementar un mecanismo de gestión Fede-
ración-entidades federativas y UPES, con el propósito de 
saldar los pasivos institucionales;

•	 implementar una estrategia que permita incrementar a 
corto y mediano plazo el subsidio estatal ordinario;

•	 determinar un esquema objetivo, con indicadores -des-
empeño, eficiencia terminal, transparencia, eficacia en el 
uso de los recursos, etc.- y, fórmulas precisas para la asig-
nación de los recursos federal y estatal;  

•	 limitar el pago de prestaciones por encima de la ley con 
fondos de recursos ordinarios;

•	 eliminar, o en su defecto disminuir, las prestaciones su-
periores a lo establecido por la ley dentro de los Contra-

18	 Ugalde, Luis Carlos (coord.), Planeación, programación y rendición de cuen-
tas del presupuesto de las Universidades públicas en México: razones, resulta-
dos y retos, México, Integralia Consultores.
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tos Colectivos de Trabajo; para los académicos eliminar, 
por ejemplo:
a)	 fondo de ahorro;
b)	 servicio de ayuda y guardería; 
c)	 ayuda para la adquisición de útiles e instrumentos; 
d)	 canastilla de maternidad; 
e)	 bono de previsión social útiles, y 
f)	 bono docente, entre otras.

•	 Implementar programa que regularice y optimice las 
horas de los profesores de tiempo completo, para evitar 
contratación de más personal;

•	 implementar el programa de austeridad;
•	 fiscalizar a través de un ente externo la plantilla de la Uni-

versidad;
•	 diseñar mecanismos ágiles y flexibles para fomentar la 

mayor recaudación de ingresos propios por parte de las 
IES, esto mediante convenios, alianzas estratégicas y con-
tratos con sectores y órdenes de gobierno diversos;

•	 diseñar e implementar un esquema de pensiones y jubi-
laciones que permitan el peso relativo de los sistemas en 
vigor; en el cual se analice incrementar la edad y los años 
de servicio para acceder a la jubilación; 

•	 fomentar la aportación de los empleados y de las UPES 
al fondo de pensiones; eliminar las pensiones dinámicas;

•	 limitar la creación de nuevas UPES en tanto no se resuel-
van los problemas estructurales de las actuales;

•	 valorar la implementación de un programa de retiro vo-
luntario;

•	 implementar una supervisión y detección de dobles pla-
zas con los Gobiernos federal, estatal y municipal, con el 
fin de optimizar los recursos de la institución;

•	 diseñar un Programa de Renovación Académica, con la 
finalidad de afrontar el relevo generacional;

•	 consolidar la eliminación al subsidio al ISR;
•	 optimizar el gasto operativo, que no tengan relación di-

recta con el desempeño de las funciones sustantivas de la 
Institución;

•	 los funcionarios con vehículo oficial no se les paga la ga-
solina o el mantenimiento de este y,

•	 adoptar el uso de paneles solares para el ahorro de ener-
gía eléctrica.
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